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i. La ue frente a los movimientos secesionistas; 
¿disuasoria, neutral o defensora?
En los últimos años Europa ha asistido con sorpresa al auge de los movimien-

tos secesionistas en diversos Estados Miembros. Baste recordar el referéndum de 
2014 en Escocia, los referendos en Lombardía y Véneto en 2017, los intentos de la 
Generalitat por organizar un referéndum de secesión o el auge de los partidos in-
dependentistas en Flandes y Córcega. Esta situación plantea asuntos de profundo 
calado para la ue, tanto a nivel práctico como normativo, que han llevado a la 
doctrina a plantearse cuál debe ser la postura de la ue frente a estos movimientos.

Desde un punto de vista estrictamente práctico, es evidente que la secesión 
de una parte del territorio de un Estado Miembro afectaría a las estructuras y 
funcionamiento de la ue.1 Además, si el nuevo Estado quiere ser miembro de la 
ue, habría que decidir cuál sería el procedimiento a seguir, ponderar las opciones 
reales de éxito de este nuevo ingreso y, en cualquier caso, llevar a cabo complejas 
negociaciones prospere o no la candidatura.2

Asimismo, más allá del argumento utilitarista, se ha cuestionado seriamente 
que los movimientos secesionistas sean compatibles con los valores y objetivos del 
propio proceso de integración. Al respecto la crítica más conocida es, sin duda, la 

1 Este artículo ha sido posible gracias al apoyo del Ministerio de Economía y Competitividad (Pro-
yecto der2014-57116p). Al respecto, véase C. Closa, 2016.

2 La adhesión de un nuevo Estado Miembro siempre conlleva complejas negociaciones en el seno 
de la ue, ya que los Estados Miembros pueden tener intereses contrapuestos frente al candidato. Ade-
más, si no se produjera la entrada, la ue debería plantearse qué tipo de relación quiere mantener con 
el nuevo Estado, y sería también preciso tener en cuenta los intereses de los distintos Estados Miem-
bros. En defi nitiva, el nacimiento de un nuevo Estado en Europa afectaría a la ue fuera cual fuera el 
escenario.
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del profesor Weiler, que considera que los movimientos secesionistas son intrín-
secamente incompatibles con el proceso de integración europeo.

A su juicio contradicen el espíritu de solidaridad del que surgió y que cohe-
siona a la propia ue. Además, implican una concepción de la soberanía y de la 
ciudadanía superadas por la integración europea. De hecho, no duda en afi rmar 
que la ue debe tomar una postura claramente contraria a cualquier secesionismo, 
desincentivándolo al afi rmar indubitadamente que, de alcanzarse la independen-
cia, no serían aceptados como Estados Miembros de la ue.3

Frente a esta postura autores destacados, como Neil Walker, defi enden que 
cabría tener en cuenta la importancia creciente del principio democrático en 
derecho internacional y su posible vínculo con un nuevo derecho a la autode-
terminación, más allá de su tradicional concepción post-colonial. Aún más, los 
tratados de la ue destilan una sensibilidad hacia el hecho regional que cuestionaría 
la simple aplicación de la doctrina tradicional del derecho a la autodeterminación. 
Ello implica que, cuando menos, la ue habría de intentar ser completamente 
neutral, tratando a todos los movimientos secesionistas por igual y sin impactar 
en el resultado fi nal.4

Una tercera postura, defendida por autores de prestigio como Nico Krisch, 
considera que la ue debería apoyar expresamente los movimientos secesionistas 
en la medida en que suponen una expresión del principio democrático. De este 
modo, en aquellos supuestos en que el Estado rechaza frontalmente cualquier 
referéndum de independencia, como en el caso catalán, la ue debería tomar par-
tido por el movimiento independentista con base en el principio democrático.5

Por tanto, parece evidente no solo que la ue de un modo u otro puede verse 
forzada a participar en las tensiones independentistas, sino que esta participa-
ción es inevitable. Igualmente es preciso poner de relieve que, más allá del debate 
utilitarista, los valores y principios centrales del proceso europeo están llamados 
a jugar un importante papel. De hecho, el caso catalán ha puesto de relieve el 

3 Las tesis del profesor Weiler son conocidas ya que han sido publicadas en diversos trabajos acadé-
micos, blogs y prensa escrita. Para este trabajo se ha consultado J. Weiler, 2017; pp. 12 y ss. Esta misma 
propuesta, la necesidad de que la ue muestre su claro rechazo a los movimientos secesionistas, se ha 
vinculado al principio de cooperación leal. J. Tajadura Tejada, 2016; pp. 368 y ss. En este sentido, la 
doctrina ya había apuntado que la cooperación leal también juega en dirección de la ue hacia los Estado 
miembros, y se conecta al Art. 4 tue en la medida en que debe proteger frente violaciones esenciales 
del derecho constitucional nacional. A.Von Bogdandy, 2009; p 55. Sin embargo, si la secesión es pactada 
no cabría argüir que se ha producido una vulneración del orden constitucional.

4 N. Walker, 2017; pp. 39 y ss.
5 N. Krisch, 2017.
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papel absolutamente crucial que la ue juega en las tensiones entre el Estado y los 
movimientos independentistas.

Así, en plena crisis entre el Estado y la Generalitat, las intervenciones del pre-
sidente del Parlamento Europeo, el Presidente de la Comisión y el Presidente del 
Consejo Europeo al recoger el premio a la concordia Príncipe de Asturias conte-
nían claras referencias al escaso apoyo que las pretensiones independentistas iban 
a encontrar en las instituciones europeas si fi nalmente se declaraba la independen-
cia. Más importante aún fue la apelación directa al entonces presidente de la Ge-
neralitat, Carles Puigdemont, del presidente del Consejo Europeo en un discurso 
pronunciado en el Comité de las Regiones el 10 de octubre del 2017. Apelación 
que posiblemente atemperó el propio discurso del presidente de la Generalitat, 
poniendo de relieve la importancia que la ue tiene para el independentismo.

Por tanto, la ue puede infl uir en los movimientos independentistas y los pape-
les que puede desempeñar son muy diferentes en función de cómo se entiendan 
los Tratados y los valores que la ue asegura preservar. Ahora bien, es posible que 
limitarse a esta lectura sea una simplifi cación excesiva del papel que realmente está 
jugando la globalización, y especialmente los procesos de integración suprana-
cional, en los movimientos secesionistas.6 Por ello, el presente trabajo analiza, en 
primer lugar, los preceptos de los Tratados que son de interés para los movimien-
tos independentistas, bien porque pueden condicionar sus expectativas o bien 
porque consideran que pueden servirles de apoyo. En segundo lugar, se analizará 
la infl uencia de la integración supranacional como fenómeno en los movimientos 
secesionistas, mostrando que puede resultar paradójico el auge del independen-
tismo en el territorio de la ue pero no carece de cierta lógica. Por último, se discu-
tirá cómo podría la ue colaborar en una distensión de los confl ictos territoriales. 
El objetivo último es ofrecer un panorama completo de la infl uencia de la ue en 
los movimientos independentistas, como punto de partida para una refl exión 
profunda sobre la respuesta que Europa puede dar al auge del secesionismo.

ii. El derecho de la ue frente a los movimientos 
secesionistas, ¿silencio de los tratados?
Es conocido que tanto el movimiento secesionista escocés como el catalán 

afi rmaron de manera indubitada y reiterada que la independencia no implicaba 
su salida de la ue,7 provocando un animado debate doctrinal. Así, se han sucedido 

6 Ch. K. Connolly, 2013; pp. 79-80.
7 J. C. Piris, 2017; p. 77.
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los estudios que analizan si los Tratados condicionan en algún modo los objetivos 
secesionistas, siquiera sea al prever la futura adhesión a la ue del territorio sepa-
rado de un Estado Miembro.

La tesis más optimista es la tesis de la adhesión automática, posibilidad que ha 
sido claramente rebatida por la doctrina mayoritaria.8 Otra propuesta que favo-
recería los intereses del secesionismo sería aceptar que no sería preciso seguir el 
procedimiento establecido en el Art. 49 tue para la adhesión del nuevo Estado, 
sino que cabría seguir el procedimiento del Art. 48 tue, previsto para la reforma 
de los Tratados. Si bien se trata de un debate interesante, teniendo eco ambas 
opciones en la doctrina más autorizada,9 lo cierto es que ambos caminos exigen 
la participación de todos los Estados Miembros, hecho que podría ser un camino 
insalvable ya que son varios los Estados miembros de la ue que tienen un genuino 
interés en desincentivar cualquier ansia independentista.

Asimismo, como ha puesto de relieve Jean Claude Piris, la vía del Art. 48 tue 
implicaría, en primer lugar, dar por sentado que el nuevo Estado cumpliría per se 
todos los criterios de admisión, siendo esta una presunción que no cabe aceptar 
de manera incondicional. En segundo lugar, no permite negociar las condiciones 
de admisión de un nuevo Estado. En tercer lugar, la adhesión de un nuevo estado 
implica cambios en los Tratados que deben realizarse por la vía del Art. 49 tue 
y, de acuerdo con la jurisprudencia del tjue, la base jurídica para adoptar una 
decisión prevista en los tratados no puede cambiarse por las instituciones de la 
ue. Por último, el procedimiento del Art. 48 tue es sustancialmente diferente del 
previsto en el Art. 49 tue.10 En defi nitiva, es muy probable que el camino a seguir 
fuera el establecido por el Art. 49 tue, hecho que complicaría enormemente la 
futura adhesión a la ue del nuevo Estado.

En este sentido, se ha llegado a proponer que los Tratados prevean el proce-
dimiento a seguir si se produjera una secesión en un Estado Miembro de la ue.11 
A mi juicio, esta opción tendría la indudable ventaja de conferir estabilidad a 
una situación altamente compleja. Es cierto que permitiría tratar igual a todos 
los casos, ya que en la actualidad el camino que han seguido los movimientos 
secesionistas ha sido muy diferente.12 Baste recordar que en el caso escocés tuvo 

8 Al respecto véase, entre otros, J. M. Martin y Perez de Nanclares, 2015; pp. 57-58.
9 Esta vía es minoritaria pero ha sido defendida por autores como S. Douglas Scott, 2014 o B. De 

Witte, 2014.
10 J. C. Piris, 2017; pp. 83-86.
11 Esta opción ha sido defendida por C. Fasone, 2017 y por N. Walker, 2017.
12 N. Walker, 2017; p. 43.
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lugar un referéndum, que en Cataluña sería inconstitucional.13 Sin embargo, es 
difícil no considerar que la diferencia entre ambos casos es una consecuencia de 
la identidad constitucional nacional reconocida en el Art. 4 tue.

En defi nitiva, mientras en el caso británico no hay una constitución escrita y la 
soberanía reside en el Parlamento de Westminster, en el caso español el Art. 2 ce 
exige una compleja reforma constitucional difícil de sortear dada la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional.14 Más allá de si dicha jurisprudencia es acertada o 
no, su modifi cación tendría que surgir dentro del propio Estado Miembro, bien 
mediante una reforma constitucional o bien mediante un cambio voluntario de 
la jurisprudencia constitucional. Sería difícil de aceptar que la diversidad que 
caracteriza a la ue no alcance a las decisiones sobre la indivisibilidad o no del 
territorio de un Estado.15

Asimismo, si bien es cierto que podría disuadir a los movimientos secesionistas 
que la ue participara en el procedimiento de secesión y que se fi jaran condiciones 
específi cas para una posterior adhesión,16 también podría jugar en la dirección 
contraria.17 De hecho, a la vista de los esfuerzos denodados de los movimientos 
secesionistas por alcanzar la máxima proyección internacional, resultaría excesi-
vamente tentadora una cláusula en un Tratado de la ue que previera la secesión 
de un territorio de un Estado Miembro.

Obviamente, si la ue establece un camino particularmente complejo para la adhe-
sión de ese nuevo Estado que se desgaja de un Estado Miembro, en la praxis no está 
siendo neutral ante el movimiento secesionista. De hecho, más allá de las declara-

13 stc 103/2008 (fj 4.º). No obstante, no hay acuerdo sobre si en la sentencia 42/2014 el Tribunal 
Constitucional modifi có su jurisprudencia abriendo la puerta a que el Estado autorice un referéndum 
sobre la independencia de Cataluña. V. Ferreres Comella, 2014; p. 588.

14 Sobre la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en este punto véase, J. M. Castellà Andreu, 
2016.

15 La identidad constitucional nacional debe ser delimitada en última instancia por el tjue, como 
pone de relieve su inclusión en los Tratados, pero debe encontrarse en las Constituciones. Sería incom-
prensible que no se tuvieran en cuenta las referencias a la indivisibilidad del territorio en una Constitu-
ción, así como la ausencia de un «derecho a la secesión» en las constituciones europeas. En defi nitiva, 
el tjue decide qué prescripciones constitucionales son compatibles con los valores y principios de la 
ue, pero con base en el derecho constitucional nacional, C. Grewe, 2013; p. 48.

16 C. Fasone, 2017; p. 66.
17 En este sentido se ha señalado que incluir la posibilidad de que un territorio se independice en 

una Constitución puede aumentar el peligro de enfrentamientos entre facciones, reducir la posibili-
dad de acuerdo y compromiso, aumentar las decisiones políticas coyunturales en detrimento de las de-
cisiones a largo plazo, introducir consideraciones irrelevantes e ilegitimas en las decisiones políticas, 
provocar comportamientos estratégicos o incluso chantajes políticos y, en general, hacer peligrar las 
perspectivas de un auto-gobierno a largo plazo C. R. Sunstein, 1991; p. 634.
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ciones en un sentido u otro de sus instituciones, la ue condiciona a los movimientos 
secesionistas si difi culta su deseo de ser un Estado Miembro de la ue. Ahora bien, 
cabría preguntarse por qué debería la ue facilitar dicha adhesión. Cualquier decisión 
conlleva ventajas e inconvenientes que se deben sopesar y las difi cultades en el espa-
cio internacional de un nuevo Estado siempre han pesado en los movimientos inde-
pendentistas. ¿Debería la ue cambiar esta realidad? ¿Sobre la base de qué valores?

Como es conocido la ue proclama que defi ende y se inspira en un conjunto de 
valores recogidos en el Art. 2 tue.18 De ellos el Estado de Derecho y el principio 
democrático podrían jugar un papel relevante, tanto respecto de las condiciones 
que debería cumplir la secesión, como respecto del papel que la ue ha de desempe-
ñar.19 Asimismo, cabe recordar que el Art. 4 tue establece que la Unión respetará 
«la identidad nacional de los Estados [.] también en lo referente a la autonomía 
local y regional». Es necesario preguntarse si esta referencia a la autonomía re-
gional no podría jugar algún papel en el confl icto territorial de algunos Estados 
Miembros. En defi nitiva, los Tratados demuestran, siquiera sea indirectamente, 
cómo la ue necesariamente incide en los movimientos secesionistas.

iii. Acceso a la independencia y valores fundamentales de 
la ue, Estado de derecho y principio democrático
La posición de la ue frente a los movimientos secesionistas también depende 

de si respetan o no los valores fundamentales de la misma. En defi nitiva, no cabría 
que la ue aceptara, mucho menos apoyara, la independencia de un territorio que 
vulnerara los valores consagrados en el Art. 2 tue. En otros términos, el Art. 2 
tue marca una serie de límites al propio proceso de independencia. Así, el camino 
que se siga para alcanzar la independencia debe respetar el Estado de Derecho y 
el principio democrático.20

La fórmula Estado de Derecho es notablemente ambigua, pese a ser un pilar 
tradicional de los sistemas constitucionales. Esta vaguedad se multiplica exponen-

18 Art. 2 tue «La Unión se fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad, 
democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos 
de las personas pertenecientes a minorías. Estos valores son comunes a los Estados miembros en una 
sociedad caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y 
la igualdad entre mujeres y hombres».

19 Algunos autores consideran que también cabría tener en cuenta la referencia del Art. 2 tue a 
los derechos humanos, porque cuestionan que en España se estén respetando. Sin negar el prestigio de 
alguno de los autores que lo defi enden, no se va a entrar en este debate ya que esta postura no es capaz 
de aportar ni argumentos convincentes ni datos mínimamente fi ables.

20 C. Fasone, 2017; p. 61.
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cialmente si se quiere encontrar una defi nición que sea conforme a las diferentes 
tradiciones constitucionales europeas. No obstante, la doctrina está haciendo 
denodados esfuerzos por encontrar una defi nición común21 tomando en con-
sideración las principales tradiciones constitucionales europeas, el trabajo de la 
Comisión de Venecia, y la normativa de la ue, incluida la jurisprudencia del tjue.

En este sentido, es un lugar común afi rmar que el Estado de Derecho conlleva 
necesariamente que el poder judicial sea independiente y que la actuación del 
poder público sea conforme a las normas, protegiendo a los particulares del uso 
arbitrario de la ley.22 La obligación de respetar las normas establecidas implica que 
sea preciso atender al sistema constitucional nacional en cada caso, aunque ello 
implique diferencias de calado en cuanto a las difi cultades del proceso a seguir. 
Así, en el caso español, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional es precisa la reforma constitucional.23 De este modo, una secesión unilateral 
no permitiría acceder a la ue porque vulneraría el Estado de Derecho.24

Aún más, el Art. 4 tue hace una clara referencia al respeto por la ue de la in-
tegridad territorial del Estado como función esencial del mismo.25 Esta fórmula, 
que evoca el principio internacional de la integridad territorial de los Estados,26 
enfatiza la exigencia de que cualquier declaración de independencia sea pactada 
con el Estado del que se pretenda separar un territorio en el ámbito de la ue.

En cuanto al principio democrático obliga a que cualquier participación de la 
ciudadanía en el proceso de independencia respete los estándares mínimos inter-
nacionales al respecto.27 Asimismo, no es baladí recordar que un proceso electoral 

21 Este tema ha adquirido una notable importancia a raíz de la apertura a Polonia del procedimiento 
previsto en el Art.7.1 tue por violación del Estado de Derecho tras diversas reformas del poder judicial 
de dicho Estado. En lógica consecuencia ha aumentado considerablemente el número de trabajos aca-
démicos dedicado a este tema.

22 L. Pech, 2009; p. 44.
23 stc 42/2014 (fj 4).
24 Dicha secesión tampoco encontraría apoyo en el derecho internacional, ya que el derecho de 

autodeterminación no se reconoce más allá de las situaciones poscoloniales o de violaciones graves de 
derechos. De hecho es preciso recordar que el llamado derecho de autodeterminación interno hace 
referencia al reconocimiento de la autonomía y, con él, a los pactos federales. Por tanto, no puede iden-
tifi carse con el derecho de un territorio a separarse de un Estado D. Th ürer, T. Burri, 2008.

25 Art. 4.2 tue. «La Unión [.] Respetará las funciones esenciales del Estado, especialmente las que 
tienen por objeto garantizar su integridad territorial».

26 Considerado uno de los principios más fundamentales y claramente establecidos del derecho 
internacional. Y. Beigbeder, 2011.

27 De hecho, si se convoca un referéndum, no solo se deben respetar los requisitos mínimos exigi-
bles a una elección respetuosa con el principio democrático, también ha de hacerse una pregunta clara 
que se conteste sí o no, se deben decidir con antelación los efectos del mismo y la participación mínima 
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no es democrático si no respeta el Estado de Derecho, por tanto la vulneración del 
marco legal también sería un incumplimiento de los estándares internacionales re-
lativos a los procesos de participación de la ciudadanía en las decisiones públicas.28

iv. Secesionismo y democracia; la negativa a 
celebrar un referéndum como hipotética 
violación del principio democrático
El principio democrático podría instigar el apoyo de la ue a los deseos sece-

sionistas, si entendiéramos que la negativa de un Estado Miembro a celebrar un 
referéndum sobre la independencia de parte de su territorio es contraria a dicho 
principio. Más concretamente, la cuestión a dilucidar es si la ue debería favorecer 
la convocatoria de semejante referéndum como exigencia del principio demo-
crático. En defi nitiva, la obligación de respetar el principio democrático ha ido 
ganado espacios en el derecho internacional hasta el punto de que su falta legitima 
que la comunidad internacional adopte medidas para garantizarlo.29

Evidentemente un referéndum es un mecanismo de participación democrá-
tica de una sociedad, siempre que cumpla los requisitos mínimos establecidos 
por organismos internacionales como la Comisión de Venecia. Sin embargo, su 
naturaleza democrática no implica que la negativa de un Estado a celebrar un 
referéndum sobre la independencia de una región30 vulnere el Art. 2 tue, aunque 
sea reiteradamente pedido por los representantes de dicha región.31

Al respecto, es importante recordar que los Estados Miembros de la ue tie-
nen una posición muy diferente frente a los mecanismos de democracia directa. 

necesaria para que produzca dichos efectos, las diferentes posiciones deben tener un acceso igual a sub-
venciones y medios de comunicación, sin que pueda siempre aplicarse sin más la normativa electoral 
general dado que diferentes partidos pueden compartir postura. Ibid.

28 «La práctica de los referendos debe ser permitida sólo cuando se encuentre estipulado en la 
Constitución o en una ley conforme a ésta, y se deben seguir las normas procesales aplicables a los 
referendos. Por otro lado, los referendos deben ser organizados cuando el sistema legal lo estipule» 
Código de Buenas Prácticas sobre referendo Comisión Europea para la Democracia a través del derecho 
(Comisión de Venecia) Reglas Específi cas punto 1 cdl-ad(2007)008rev.

29 Al respecto es imprescindible el trabajo Th . Franck, 1992; pp. 46 y ss. Esta exigencia se refuerza 
expresamente en el caso de la ue mediante su Art. 2 tue en el que, más que los valores de la ue, se reco-
gen sus principios fundacionales D. Kochenov, 2017; p. 10.

30 Se emplea el término región en un sentido amplio englobando la variada terminología que carac-
teriza a la descentralización política en el derecho comparado. Esta decisión deriva del propio Derecho 
de la ue que ha acogido el término región para referirse a las unidades subestatales.

31 De hecho, el principio democrático es el principal argumento que esgrime el independentismo 
catalán M. González Pascual, D. Toda Castán, 2016; pp. 275-277.
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En este sentido, Gran Bretaña fue durante mucho tiempo reacia a la misma en 
cuanto podría cuestionar la soberanía parlamentaria. Otro caso conocido es la 
escasa apertura a la democracia directa de la Ley Fundamental de Bonn como 
consecuencia del propio pasado de la rfa. Sin embargo, no se cuestiona el pedigrí 
democrático de estos Estados.

No obstante, nuestro objetivo es analizar si negar un referéndum en el que se 
pregunte por la independencia de un territorio es contario al principio democrá-
tico, dada la entidad del mismo y el hipotético derecho de una población a decidir 
sobre la pertenencia de su región a un Estado. Más allá de si se puede considerar 
o no oportuna la celebración, el debate es si no autorizar o prohibir dicho refe-
réndum es contrario a la democracia. A este respecto tres son los aspectos que se 
deben recordar; cuál es la concepción de democracia de la ue, cuál es la relación 
entre federalismo y democracia directa y qué carencias tiene el principio demo-
crático como base de un supuesto derecho a la secesión.

 La ue exige el respeto al principio democrático en los Estados Miembros, 
siendo dicho respeto una de las fuentes principales de la legitimidad democrá-
tica de la ue. Ahora bien, las normas democráticas que, en todo caso, se han de 
respetar son las propias de las democracias representativas. En este punto, la ue 
sigue la senda de documentos internacionales como la Carta de París,32 siendo 
las piedras angulares de la democracia europea los principios de representación e 
igualdad, que son complementados con la participación, deliberación y control.33 
Aún más, el llamamiento a la participación no exige que se prevea la institución 
del referéndum, no en vano la ue ha previsto la iniciativa legislativa popular pero 
no el referéndum. En defi nitiva, «el funcionamiento de la Unión se basa en la 
democracia representativa» (Art. 10 tue)

Asimismo, como ya se ha mencionado, debe tomarse en consideración la tensa 
relación entre democracia y federalismo. A los Estados descentralizados les cuesta 
más que a los unitarios mantener su legitimidad ya que la democracia se organiza 
en los márgenes de un territorio, pero en dichos Estados el poder central o fede-
ral atraviesa un conjunto de territoritos democráticamente organizado.34 Así, en 
un sistema políticamente descentralizado, la coherencia de que las decisiones se 

32 En el plano internacional las garantías del derecho a un gobierno democrático se han limitado a la 
protección de la libertad de expresión, del derecho de autodeterminación en situaciones estrictamente 
post-coloniales y del derecho del sufragio mediante la monitorización de numerosos procesos electo-
rales. Th . Franck, 1992.

33 A. Von Bogdandy, 2012; p. 323.
34 A. Benz, J. Sonnicksen, 2015; p. 20.
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legitiman por el consentimiento de los afectados está sometida a continuas tensio-
nes. Se trata, en defi nitiva, de una tensión intrínseca a los sistemas políticamente 
descentralizados.

Esta tensión se agudiza por los mecanismos de democracia directa y/o partici-
pativa. La participación ciudadana a nivel local/regional puede generar dinámicas 
más complejas o incluso perversas, al ser más sencillo externalizar las desventajas 
de cualquier decisión y más difícil establecer un sistema de atribución de responsa-
bilidades comprensible para los ciudadanos. Paralelamente, el nivel regional hace 
una mayor apuesta por estos mecanismos por diversas razones entre las que des-
taca una mayor cercanía al ciudadano que facilita la comunicación para explicar la 
iniciativa y fomentar la participación, así como una mayor percepción ciudadana 
de la capacidad individual de afectar el resultado.35 En defi nitiva, la democracia 
directa es sencilla y tentadora en el nivel local/regional pero puede resultar más 
peligrosa para los sistemas democráticos.

Ante la idea generalizada de que la descentralización siempre genera más de-
mocracia, es necesario llamar a la prudencia y recordar que solo será realidad si 
el conjunto del sistema fomenta la retroalimentación entre democracia y descen-
tralización. La democracia directa, de hecho, tiene un mal encaje en los sistemas 
descentralizados36 porque complica la de por sí difícil relación entre sistema de 
partidos y federalismo. En defi nitiva, la democracia directa puede provocar que 
resulte electoralmente más rentable el enfrentamiento entre partidos que la co-
operación cuando surja un confl icto entre territorios. Como consecuencia, el re-
feréndum puede implicar que no se intente alcanzar un acuerdo entre posiciones 
antagónicas, a pesar de que en la tolerancia y el acuerdo entre diferentes opiniones 
subyace el auténtico sentido de los sistemas democráticos.

En este sentido se ha cuestionado que el derecho a la secesión sea compatible 
con una correcta comprensión de la democracia. Lejos de hacer fl orecer el prin-
cipio democrático, el hecho de que una minoría territorialmente concentrada 
tenga la opción de separarse del territorio de un Estado le otorgaría un poder 
de coacción sobre el conjunto al poder amenazar con separarse. Así, reconocer 
el derecho de secesión incentiva comportamientos estratégicos de las minorías 
en clara contradicción con la regla mayoritaria que caracteriza a la democracia.37 

35 K. P. Sommermann, 2015; p. 11.
36 Suele citarse el ejemplo de Suiza para enfatizar la compatibilidad entre democracia directa y fe-

deralismo, sin embargo es un supuesto único dado su funcionamiento altamente peculiar como demo-
cracia consociacional.

37 A. Buchanan, 2013; p. 21.
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Además, si se reconoce el derecho de secesión como derecho democrático, cual-
quier decisión democrática puede ser anulada por una minoría si es una mayoría 
local pidiendo unas fronteras nuevas, hecho que a su vez desincentiva cualquier 
esfuerzo negociador.38

De hecho, las teorías que buscan basar el derecho de secesión en el principio 
democrático no difi eren en el fondo de las teorías de corte nacionalista. Cual-
quier teoría democrática sobre la secesión tiene que concretar en qué porción 
del territorio se celebrará el referéndum y quien tiene derecho a participar39 y, 
prácticamente en todos los supuestos, hay una coincidencia absoluta entre ese te-
rritorio y una población con un arraigo histórico en él. Y esta población, a su vez, 
es una minoría étnica o cultural. Así, el derecho a la secesión acaba fundándose 
en realidad en el sentimiento de pertenencia a una nación, no en el principio de-
mocrático.40 De hecho, el derecho a secesión podría convertirse en un obstáculo 
insalvable para el correcto funcionamiento de una democracia.41 Realidad que 
pone de relieve que el Art. 2 tue dista de ser una razón para que la ue apoye a 
los movimientos secesionistas, más bien al contrario.

v. El insatisfactorio encaje de la identidad regional en la ue; 
¿una dimensión de la identidad constitucional nacional?
En los 80 y 90 surgió con fuerza la idea de una Europa de las Regiones. Sin 

embargo no existía un acuerdo sobre su alcance y consecuencias. Parte de la doc-
trina consideraba evidente que la ue era una oportunidad para las Regiones, ya 
que les permitiría ganar espacio frente a los Estados, mientras para otros actores 
las Regiones eran las grandes perjudicadas por el proceso europeo.42 Para la se-
gunda corriente el elemento defi nitorio del proceso europeo para las Regiones 
era el desplazamiento de potestades hacia estructuras en las que las Regiones no 
están invitadas. De hecho tan sólo los Gobiernos centrales participan de manera 
directa en el proceso comunitario de toma de decisiones desde el comienzo del 

38 Ibíd; p. 22.
39 Evidentemente una vez que se acepta la celebración de un referéndum de independencia, deben 

resolverse diversas cuestiones prácticas, así debe determinarse al menos qué requisitos debe cumplir la 
pregunta, qué mayoría cabe exigir para entender avalada la decisión y la proyección en el tiempo. Al 
respecto, J. Tudela Aranda, 2016; pp. 488 y ss.

40 S. Mancini, 2012; p. 486.
41 C. R. Sunstein, 1991; p. 658.
42 Estas dos grandes posturas doctrinales se han caracterizado como los defensores de la «gober-

nanza multinivel» frente a los «intergubernamentalistas». Al respecto veáse C. Ares Castro- Conde, 
2010; pp. 21 y ss.
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proyecto hasta la implementación de la medida en su propio Estado. Es más, en 
muchas ocasiones los Gobiernos centrales pueden sentirse más libres en la Unión 
Europea para tomar decisiones políticamente poco populares que en su propio 
Estado ya que no son controlados por el resto de los actores nacionales, entre los 
que se encuentran las Regiones.43

Frente a esta postura, otros autores consideran que Europa es un espacio más 
propicio para las expectativas regionales de autogobierno que el plano estricta-
mente estatal. Esta perspectiva parte de los retos que la ue supone para el con-
cepto de soberanía. Al ser la ue un «orden constitucional abierto», caracterizado 
por la convivencia de diferentes fuentes de soberanía que se limitan entre sí, per-
mite la inclusión de asimetrías en su seno.44 La ue, por tanto, podría signifi car 
un aumento de la independencia de las regiones respecto de los Estados, aunque 
hubiera disminuido su capacidad de control sobre algunas políticas.45

Esta segunda postura se vio reforzada por los cambios en los fondos estructu-
rales europeos y por las reformas institucionales introducidas mediante el Tra-
tado Maastricht,. Paralelamente la creación o el reforzamiento de instituciones 
regionales en diversos Estados Miembros impulsaban a los actores subestatales a 
promover la creación de nuevas esferas políticas al margen de los Estados. La con-
fl uencia de las reformas en la ue y los movimientos descentralizadores afi anzó la 
idea de que las regiones podían participar directamente en el proceso de decisión 
europeo. Se abrieron ofi cinas regionales en Bruselas, y se crearon estructuras tran-
sregionales y paradiplomáticas con el objetivo de crear un efi caz lobby regional.46

Sin embargo, esta visión optimista de las posibilidades reales que la ue ofrecía 
al autogobierno regional perdió fuerza. De hecho, pocas frases han hecho tanta 
fortuna como que la ue está ciega frente al hecho federal.47 En defi nitiva, aunque 
el orden estatal haya sufrido una transformación radical, la tesis de una Europa 
de las Regiones sin los Estados no se corresponde con la realidad.48 La cuestión 
regional se negó en una ue conformada mayoritariamente por Estados centrali-
zados, negando el aumento de algunos poderes estrictamente locales.

La globalización dio nuevas fuerzas a las regiones con mayor peso económico. 
La reconceptualización del territorio en el contexto de la globalización y el salto 

43 Al respecto, entre otros, S. Weatherill, 2005, A. Evans, 2003.
44 M. Keating, 2004; p. 381.
45 V. Schmidt, 1999; p. 38.
46 A. Elias, 2008; p. 484.
47 H. Ipsen, 1966; p. 256.
48 M. Keating, 2008; p. 635.
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de las regiones al mercado y a la inversión internacionales, en gran medida gracias 
al impulso de la ue, aumentaron el poder económico de las regiones más prospe-
ras.49 Mientras tanto, los mecanismos institucionales de participación política en 
el espacio supranacional siguieron siendo pobres, mal concebidos, de manera que 
las regiones buscaron vías alternativas de infl uencia política. En última instancia, 
para algunos territorios la independencia se convirtió en el camino que podría 
otorgarles una infl uencia política pareja a su innegable poder económico. Así, 
paradójicamente, la ue ha llevado a la doctrina a hablar de post-soberanía, pero 
ha alentado indirectamente a nuevos territorios a convertirse en Estados en el 
sentido más tradicional del término.50

El punto de eclosión ha sido la crisis de la deuda soberana por los efectos eco-
nómicos de la misma y por las consecuencias que su gestión conlleva para las re-
giones.51 Obviamente el nacionalismo catalán o fl amenco son anteriores a la crisis, 
pero su crecimiento durante la crisis ha sido exponencial, haciendo plausible bus-
car una relación entre ambos fenómenos. Así, en primer lugar, ante la crisis econó-
mica las regiones económicamente fuertes han culpado de su crisis a la pertenencia 
a un Estado en el que su peso y necesidades no estarían justamente reconocidos.

En segundo lugar, las reformas de la Unión Monetaria durante la crisis, y las 
medidas puntuales para atajarla, han supuesto una indudable centralización, es-
pecialmente en Estados como España en los que la crisis ha sido particularmente 
fuerte y en los que la participación regional en las decisiones estatales y el sistema 
de fi nanciación regional se caracterizan por un diseño altamente insatisfactorio.52 
Esta centralización no es eventual, como ha sido históricamente en los Estados 
Federales cuando han afrontado una crisis económica, sino que las reformas pro-
puestas para mejorar el funcionamiento de la zona euro apuntan a una innegable 
concentración del poder a largo plazo.

Por último, la crisis ha sido el caldo de cultivo para el surgimiento de movi-
mientos nacionalistas de diverso tipo en el territorio de la ue. Estos movimientos 
pueden ser muy diferentes a los nacionalismos catalán o fl amenco, pero se refuer-
zan entre si al cuestionar el reparto de poder entre distintos niveles y debilitar a 
aquel que consideran su antagonista, sea la ue sea el Estado mediante al llama-
miento de la defensa de la nación frente a los considerados terceros.53

49 M. Keating, 2015; p. 39.
50 Ibíd; p. 42.
51 Ch. K. Connolly, 2013; p. 95.
52 M. González Pascual, 2017; pp. 25-26.
53 Ch. K. Connolly, 2013; p. 97.
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En este marco, la llamada tercera vía ha perdido fuerza. Las ansías de tener 
infl uencia en el Estado y en Bruselas parecen haber mutado hacia el deseo de 
ser un Estado que participa en condiciones de igualdad en las instituciones de la 
ue. Quizá este deseo no es nuevo pero la situación política, tanto estatal como 
europea, ha hecho que se expanda entre la población de diferentes territorios, así 
como se considere más factible pese a las evidencias en contrario.

Las estructuras estatales se han debilitado como consecuencia de la globaliza-
ción o de los procesos de integración. Posiblemente la ue sea un proyecto insti-
gado por los Estados para garantizar su propia supervivencia, porque les permite 
seguir cubriendo con éxito las necesidades de su ciudadanía,54 pero a la vez ha 
llevado al surgimiento de «otros lugares constitucionales»,55 más allá del Estado, 
que minan su fortaleza o, cuando menos, hacen que se perciba como un poder al 
que se puede desafi ar.

Paralelamente, en la medida en que se produce una relación de complementarie-
dad entre el constitucionalismo nacional y el europeo,56 los cambios esenciales en 
el marco constitucional nacional no pueden dejar indemne al europeo. Es en este 
marco en el que cabe preguntarse si las propuestas de reformas del marco consti-
tucional como respuesta al desafío secesionista57 pueden ceñirse a la constitución 
de los Estados Miembros directamente implicados. Es necesario reconocer que 
existe un confl icto en algunos territorios, que deriva de un insatisfactorio encaje 
de los mismos en los Estados. Se comparta o no esta percepción, se considere o no 
justifi cada, lo cierto es que deberían llevar a que se plantee si no es preciso modifi -
car tanto la teoría como el discurso constitucional para responder a las demandas.58

El hecho cierto de que el Estado siga siendo un actor que no se debe minusvalo-
rar, las propias tensiones dentro de las sociedades en las que crecen los movimien-
tos secesionistas, y la evidente falta de apoyos internacionales a los movimientos 
secesionistas, pueden ser el caldo de cultivo propicio para que se produzca un 
acuerdo entre antagonistas. Un acuerdo en el que se reconozca que la globali-
zación, los cambios en el lenguaje constitucional, la apertura económica, el sur-
gimiento de nuevos centros de poder han cambiado los objetivos de los movi-
mientos regionalistas y, por tanto, si queremos seguir siendo parte de un mismo 
proyecto, se les deben conferir nuevos espacios, nuevas herramientas.

54 A. S. Milward, 2000; p. 20.
55 R. Bustos Gisbert, 2012; p. 31.
56 Ibíd; p. 33.
57 M. González Pascual, D. Toda Castán, 2016; p. 278.
58 S. Tierney, 2005; p. 182.
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La tarea es titánica en el plano supranacional. Hay enormes diferencias en 
las estructuras constitucionales de los diferentes Estados, lo que implica una di-
ferente sensibilidad frente al hecho regional. Además, debemos contar con las 
indudables resistencias de los Estados no centralizados ante la posibilidad de 
abrir foros a las regiones de otros Estados, ya que se percibirían como órganos o 
instituciones exclusivos algunos de los Estados miembros. Asimismo, los propios 
Estados Miembros descentralizados temerán que un nuevo espacio de poder para 
sus regiones aumente las tensiones centrífugas en su territorio. No es muy realista 
semejante alternativa. Por eso la vía más sencilla es seguir explorando la posibili-
dad de participación interna de las Regiones en las decisiones del Estado relativas 
a la integración supranacional.

No obstante podrían también explorarse las vías que abrió Tratado de Lisboa. 
En este sentido debe mencionarse la inclusión dentro de la identidad nacional de 
los Estados la autonomía regional (Art. 4.2 tue).59 En este punto el Tribunal de 
Justicia podía jugar un papel relevante.

De hecho, por lo que respecta a la inclusión de las regiones en la identidad 
nacional, se han hecho afi rmaciones interesantes por la jurisprudencia,60 aunque 
apenas se hayan extraído consecuencias tangibles para temas centrales como el 
reparto de competencias dentro de cada Estado. En el ámbito de la diversidad 
lingüística el tjue ha sido más proclive, aceptando incluso que el Art. 45 tfue 
sea alegado contra un trabajador, aunque la medida fuera considerada despro-
porcionada en el caso concreto.61 En este sentido, posiblemente haya tenido 
una notable infl uencia la vinculación entre el Art. 4 (2) tue y el Art. 22 de la 

59 Asimismo se hace una expresa mención de las competencias regionales en la fi jación del alcance 
del principio de subsidiariedad (Art. 5.3 tue), se exige que durante la elaboración de las Directivas se 
tengan en cuenta los efectos que puede implicar para la legislación regional (Art. 5 Protocolo Segundo) 
y se consulte a los Parlamentos Regionales con competencias legislativas por parte de los Parlamentos 
Nacionales acerca del cumplimiento de proyecto europeo de acto legislativo con el principio de sub-
sidiariedad (Art. 6.1 Protocolo Segundo). Igualmente, el Comité de las Regiones puede defender sus 
prerrogativas ante el Tribunal de Justicia (Art. 263 tfue) e interponer un recurso de anulación por 
incumplimiento del principio de subsidiariedad frente a un acto legislativo cuya aprobación requiera la 
consulta previa al propio Comité de las Regiones (Art. 8 Protocolo Segundo) y sus miembros han de 
disponer de mandato electoral o responsabilidad política ante las asambleas elegidas (Art. 300 tfue). 
No obstante, las regiones no han obtenido los resultados que esperaban del principio de subsidiariedad. 
Tampoco el Comité de las Regiones ha permitido hasta la fecha una participación satisfactoria en la ue 
por parte de las regiones.

60 En este sentido véanse las Conclusiones de la Abogada General, J. Kokott, en el Asunto ugt-Rioja 
(para. 54) ecli:eu:c:2008:262 y la Sentencia del tjue en el Asunto Digibet Ltd eu:c:2014:1756.

61 Sentencia del tjue Anton Las de 16 de abril de 2013 ecli:eu:c:2013:239.
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Carta,62 que le otorga un peso especial a la diversidad lingüística que, a su vez, 
puede ser un elemento defi nitorio de una identidad regional, poniéndose de re-
lieve que los Tratados ofrecen caminos frente al auge del secesionismo.

Evidentemente no es sencillo para el tjue lidiar con la estructura federal de 
los Estados Miembros, pero no se pretende forzarle a dirimir confl ictos internos, 
sino que reconozca explícitamente el impacto que el Derecho de la ue tiene en 
las estructuras federales o regionales y lo tenga en cuenta en sus decisiones. En 
defi nitiva, el sentido de pertenencia a una nación juega un papel fundamental 
en la formación de la identidad personal, y las naciones que forman parte de una 
entidad política mayor son preservadas mediante el reconocimiento del autogo-
bierno. Además, los equilibrios de poderes entre territorios acordados dentro de 
los Estados aseguran la coexistencia pacífi ca de los mismos.63

En determinados casos esta realidad podría convertirse en un elemento de 
peso en las consideraciones del Tribunal, se conseguiría así una fl exibilidad que 
las instituciones y los procesos de toma de decisión de la ue difícilmente po-
drían alcanzar. A ello se debería sumar una adecuada toma en consideración 
de la autonomía política o del principio federal por el propio marco constitu-
cional de cada Estado, también en lo relativo a la integración supranacional.64 
Evidentemente todos estos esfuerzos podrían no dar resultados, permaneciendo 
inmutables los deseos y la fuerza de los movimientos secesionistas. Sin embargo, 
si pensamos en la alternativa, tendremos que concluir o se intenta una mejor 
integración de la identidad regional en el marco supranacional y estatal o nos 
acostumbramos a un confl icto socio-político permanente de consecuencias im-
predecibles.

vi. Conclusiones
El auge del secesionismo en Europa no es en absoluto contradictorio con la 

profundidad que ha alcanzado la integración supranacional, de hecho, una de las 
premisas de ambos es la reconceptualización del derecho constitucional. Sin em-
bargo, la relación entre secesionismo y ue es asimétrica. Mientras para el primero 
la ayuda de la ue es crucial para alcanzar sus objetivos para la ue el secesionismo 
puede ser un movimiento que, cuando menos, difi culte su avance. No es de extra-
ñar, por ello, que los Tratados no sean favorables a los deseos secesionistas. Así, 
de los Tratados se deduce que la secesión de un territorio de un Estado Miembro 

62 A. Saiz Arnaiz, C. Alcoberro Llivina, 2013; p. 11.
63 E. Cloots, 2015; p. 232.
64 Al respecto, sobre el caso español M. González Pascual, 2013.
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abocaría a dicho territorio a seguir un tortuoso camino para convertirse en Estado 
Miembro de la ue. Además, una secesión no pactada vulneraría los Arts. 2 y 4 del 
tue. Por último, el reconocimiento del principio democrático en los Tratados 
tampoco serviría de coartada para una actuación de la ue en favor del indepen-
dentismo, más bien al contrario.

Ahora bien, la ue debe reconocer que no ha sabido dar respuesta a las sensibi-
lidades regionales, al tomar como eje de sus estructuras institucionales al Estado. 
Esta opción, comprensible por las propias diferencias constitucionales entre los 
Estados Miembros, no debería ser óbice para desarrollar las cláusulas de los Tra-
tados que permiten un cierto reconocimiento a la diversidad regional. En este 
sentido, la referencia a la autonomía regional en el Art. 4.2 tue puede servir para 
reconocer la importancia que las identidades regionales tienen en algunos Estados 
Miembros. En defi nitiva, una lectura de los Tratados más acorde a la realidad 
constitucional de los Estados Miembros descentralizados podría coadyuvar al 
encaje de todos los territorios también en el proyecto europeo.
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